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Resumen
Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) son el gru-

po guerrillero más antiguo del continente americano y su presencia en la región ha sido la causan-
te de tensiones diplomáticas entre países. El propósito de este artículo es, desde la teoría de la 
securitización de las relaciones internacionales, explorar las razones por las cuales las FARC-EP 
no se consolidaron como una amenaza regional en Suramérica.  

Palabras claves: FARC-EP, securitización, Suramérica, Plan Colombia 

Abstract 
FARC-EP is the oldest guerrilla armed group of South America and its presence has been the 

cause of several diplomatic tensions among countries. The goal of this article is to explore from the  
theory of securitization in international relation the reasons why FARC-EP has not consolidated 
itself as a regional threat.

Key words: FARC-EP, securitization, south America, Plan Colombia.
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Introducción
Durante el siglo xx, Suramérica ha estado 

libre de amenazas militares externas. Sin em-
bargo, dentro del continente se han presenta-
do algunas disputas fronterizas entre estados, 
como las confrontaciones entre Perú-Ecuador, 
Colombia-Venezuela, Argentina-Chile y Ve-
nezuela-Guyana (Cebeiro, 1981). Además de 
estos conflictos, Suramérica también ha alber-
gado amenazas como las guerrillas, redes de 
narcotráfico y crimen organizado transnacio-
nal, siendo el narcotráfico y el crimen organi-
zado dos de los desafíos actuales de la agenda 
de seguridad ciudadana para los países en la 
región (Luz i Alvarez, 2014; PNUD, 2013). 

Colombia es el único país del continente 
que aún conserva dentro de sus fronteras, gru-
pos armados ilegales en forma de ejércitos con 
influencia y poder político, que abogan por la 
vía de las armas reivindicaciones sociales es-
tructurales, como la tenencia de la tierra, plura-
lismo político y distribución del ingreso. Dentro 
de estos grupos se encuentran el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), Ejército de Libera-
ción Popular (EPL) y las Fuerzas Armadas Re-
volucionarias de Colombia- Ejército del Pueblo 
(FARC-EP), sin desconocer la presencia de 
otros actores como las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) o los carteles de droga, que 
también hacen parte del espectro de grupos ar-
mados, pero con otras pretensiones políticas. 

En este sentido, las FARC-EP han sido la 
guerrilla de mayor envergadura que ha existido 
en Colombia, teniendo en sus filas un total de 
6.804 hombres y mujeres (León, 2017) estando 
involucrada en 343 masacres según el Centro 
Nacional de Memoria Histórica, en medio de un 
conflicto que ha dejado 8 320 874 víctimas de 
acuerdo con el Registro Único de Víctimas de 
ese país. 

Además, la presencia del grupo guerrillero 
en zona fronteriza con Ecuador y Venezuela ha 
causado tensiones diplomáticas entre Colom-
bia y estos países, siendo la más recordada el 
bombardeo al campamento de Raúl Reyes en 
2008 en territorio ecuatoriano, que desencade-
nó una crisis diplomática que debió solucionar-
se con una reunión extraordinaria del Grupo de 
Río en Santo Domingo (El Tiempo, 2008; Sar-
miento, s.f). Otro de los episodios fue la denun-
cia hecha ante este mismo organismo por parte 
del gobierno colombiano en 2010, sobre la pre-
sencia de las FARC-EP en territorio venezolano 
(Fermín y Eudis, 2012). Además, las FARC-EP 
son consideradas por el Departamento de Es-
tado de los Estados Unidos como grupo terro-
rista, y fue uno de los grupos armados ilegales 
más golpeados por el Plan Colombia. 

A pesar de lo descrito anteriormente, autores 
como Tickner & Mason (2003), Tickner (2004) y 
Orozco (2011) consideran qué debido a la activa 
presencia de Estados Unidos en la región, algu-
nas amenazas no adquirieron mayor relevancia 
ni justificaron la elaboración de un discurso de 
seguridad y defensa común entre los países 
suramericanos, como el caso de las FARC-EP. 
Sin embargo, estos trabajos dejan a un lado la 
dimensión internacional del grupo guerrillero 
como actor no estatal, y la importancia de las re-
des diplomáticas que desarrollaron como orga-
nización armada. En este sentido, la teoría de la 
securitización y de los Complejos de Seguridad 
Regional (CSR) de la Escuela de Copenhague 
con los aportes de Barry Buzan, Ole Waever, 
Jaap De Wilde y otros autores, ofrece un marco 
teórico propicio para entender el papel de los ac-
tores del sistema internacional en las dinámicas 
regionales de seguridad, cooperación y poder, 
teniendo en cuenta la creciente autonomía de 
las regiones en el nuevo sistema internacional. 
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De esta manera, el propósito de este trabajo 
es revisar desde la teoría de la securitización y 
de los CSR, las razones por las que las FARC-
EP no se consolidaron como amenaza regional. 
Es importante advertir que, este documento re-
presenta una revisión de los aportes teóricos he-
chos en el campo de la securitización, teniendo 
a Suramérica como espacio geográfico, y como 
objeto de estudio las FARC-EP. En este sentido 
este trabajo no representa el resultado de una 
investigación más allá de la revisión documental, 
más bien pretende consolidar en un solo tex-
to, de acuerdo a los aportes de autores como 
Tickner & Mason (2004), Orozco (2011), Trejos 
(2015), y Buzan y Waever (2009), las razones 
por las cuales las FARC-EP no es considerada 
una amenaza regional en Suramérica. Son tres 
las razones encontradas luego de la revisión 
bibliográfica: 1) Implementación del Plan Co-
lombia 2) Procesos de macrosecurizitación y 3) 
Actividad diplomática de las FARC-EP. En este 
orden de ideas, el artículo describirá en un pri-
mer momento el estado actual de la seguridad 
y de las amenazas en la región suramericana. 
Luego, se explicará desde la teoría de la securi-
tización y los CSR, cuál es el rol de las FARC-EP 
en las dinámicas regionales de seguridad, y las 

razones por las cuales este grupo guerrillero no 
se consolidó como amenaza. 

1. Estado de la seguridad en la 
región.

Suramérica es una de las regiones con uno 
de los niveles más altos de violencia en el mun-
do, en donde las amenazas a la seguridad son 
diversas y se encuentran en constante cambio. 
Las amenazas que actualmente enfrentan los 
países no varían entre ellos y tienden a ser casi 
las mismas. Crimen organizado, narcotráfico, 
pandillas callejeras, maras y grupos crimina-
les, son en líneas generales, los problemas 
que enfrenta la región en materia de seguridad 
(Churruca, 2014), y lejos de ser locales, son 
de carácter transnacional, conformando redes 
delincuenciales que traspasan las fronteras na-
cionales (Rojas, 2014).

El índice de Estados Fallidos, en su informe 
de 2016 evidencia la situación de la región en 
materia de seguridad, ubicando a la mayoría de 
los países de Suramérica en Alarma elevada, 
exceptuando de esta clasificación a las nacio-
nes del cono sur (Argentina, Chile y Uruguay) y 
a Colombia y Venezuela que se ubican en Alar-
ma alta, siendo Venezuela, el Estado más frágil 
en materia de seguridad según este índice. 

   Tabla 1.
    Índice de Estados Fallidos en Suramérica1

Puesto País Puntaje Grupo
63 Venezuela 82.5 Alarma Alta
67 Colombia 80.2 Alarma Alta

75 Bolivia 78.5 Alarma elevada
84 Ecuador 75.6 Alarma elevada
95 Paraguay 72.6 Alarma elevada
98 Perú 72.0 Alarma elevada

1 Los puntajes se establecen de 0 a 100. Un puntaje más cercano a 100 indica fragilidad estatal. Por el contrario, un 
puntaje cercano a 0 indica un Estado más sostenible.   
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117 Brasil 65.3 Alarma 
140 Argentina 48.4 Más Estable
150 Chile 41.9 Más Estable
155 Uruguay 36.2 Muy Estable

   Fuente: Elaboración propia con datos de Fund For Peace (2016)

El Índice de Paz Global (IPG) de 2016 también 
llega a la misma conclusión en cuanto a la región 
y más específicamente acerca de Colombia y Ve-
nezuela (ver tabla 2). Colombia se encuentra en 
la posición 147 de 162 países que participan en la 
clasificación, y se destacan como rasgos llamati-
vos los altos índices de homicidios, desplazados, 
impacto del terrorismo, terror político, crímenes 
violentos e intensidad del conflicto interno. Por el 
lado de Venezuela, el país se encuentra en la po-
sición 142 de 162 y se destacan aspectos como 
los altos índices de homicidios, manifestaciones 
violentas y crímenes violentos  (Institute for Eco-
nomics and Peace, 2015).

Tabla 2.
Ranking Suramericano del IPG2

Fuente: Institute for Economics and Peace (2015)
2 Los puntajes van de 0 a 5. Un puntaje más cercano a 

0 indica mayores niveles de paz. Por el contrario un puntaje 
cercano a 5 indica mayores índices de violencia.

Por otro lado, el Informe Regional de Desa-
rrollo Humano del Programa de Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD) para el 2013-
2014 identifica seis amenazas a la seguridad 
ciudadana para América Latina, coincidiendo 
con Churruca y Rojas (2014). Estas amenazas 
son: delito callejero, delincuencia organizada, 
violencia ejercida por y en contra de los jóve-
nes, violencia de género, corrupción y violencia 
ilegal por parte de actores estatales. De estas 
seis, el delito callejero3 y la violencia ejercida 
por los jóvenes, usualmente bajo las estructu-
ras de pandillas, maras, bandas, combos o co-
mandos4, son el tipo de delitos que más aten-
tan contra la seguridad ciudadana. Por ende, 
cuando se dice que un barrio o una ciudad es 
segura se hace referencia normalmente a la au-
sencia de este tipo de delito (PNUD, 2013). 

Esta conducta delictiva generalizada en la 
región podría tener su origen, según Bauman 
(2014), Guerrero (2012) y Salazar (2009) en la 
instauración del neoliberalismo como sistema 
económico organizacional, que paulatinamen-
te ha desestructurado el Estado y las relacio-
nes sociales entre los individuos, trasladando 
la lógica capitalista de consumo, coste-bene-
ficio y sujeto-objeto a las relaciones interper-
sonales, generando imaginarios de exclusión 

3 Los delitos callejeros “son actos motivados por afán 
de lucro, como hurtos y robos de pequeña cuantía, que 
suelen ocurrir en lugares públicos y pueden involucrar, en 
algunos casos, amenazas de violencia, golpes o lesiones 
contra las víctimas”(PNUD, 2013. p.75). 

4 El nombre varía dependiendo al país, por ejemplo ma-
ras en Centroamérica, combos en Colombia, comandos en 
Brasil, etc. (PNUD, 2013).
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justificados y socialmente aceptados, en don-
de el individuo excluido encuentra en el delito 
una manera de acceder a los recursos que se 
le han sido negados. García Canclini (1995) 
también tiene la misma tesis de los autores 
mencionados, cuando analiza la forma en que 
la globalización neoliberal ha desintegrado las 
relaciones culturales de los individuos, ligando 
la cultura no a elementos propios de cada co-
munidad si no, a lo que se puede o no acceder 
de acuerdo al mercado. Es decir, los ciudada-
nos dejan de ser sujetos políticos y pasan a ser 
consumidores. Esta forma de globalización, en 
donde las diferencias culturales se convierten 
en desigualdades, trae consigo el malestar de 
los excluidos o de los no beneficiados del pro-
ceso mismo, malestar que puede desembocar 
en manifestaciones violentas o delictivas.   

No obstante, la violencia y la hostilidad no 
son elementos propios del conflicto, si no po-
sibles maneras de encararlo. Normalmente en 
estos contextos de exclusión, falta institucio-
nalidad, desconfianza pública y de políticas 
públicas excluyentes, es donde se configuran 
grupos vulnerables que no interiorizan las nor-
mas y leyes de la sociedad, y por tanto tienden 
a cuestionar el monopolio coercitivo del Esta-
do (PNUD, 2013; Guerrero, 2012). Lo que si 
es cierto, es que, si bien la exclusión y la falta 
de instituciones inclusivas no genera violencia 
propiamente, si allanan el camino para su for-
mación (Guerrero, 2012; Robinson y Acemog-
lu, 2012). La característica esencial de las ame-
nazas antes mencionadas es que son de tipo 
urbano, es decir que la urbe se vuelve el centro 
de los conflictos sociales y violentos (Churru-
ca, 2014; Briceño, 2002).  No obstante, este 
no es el caso de las FARC-EP, según Torrijos 
(2007) el grupo guerrillero podría considerarse 
un anacronismo estratégico aun inscrito en el 

conflicto de la guerra fría, y considerándose 
un conflicto netamente rural. Según Valencia y 
Obando (2016) las FARC-EP y el ELN hacen 
presencia en 281 municipios del país, siendo 
242 con presencia efectiva de las FARC-EP. En 
estos 242 municipios vive algo más del 12% de 
la población, lo que significa que las principales 
20 ciudades del país no viven el conflicto, a ex-
cepción de Medellín y Neiva, confirmando que 
es una guerra que tiene lugar en el campo, no 
en las ciudades.  

En este orden de ideas, la respuesta estatal 
en Suramérica y en América latina en general, 
ha sido aumentar la presencia estatal en las pe-
riferias, que es donde se encuentran la exclu-
sión y la violencia. Los Estados suramericanos 
han tratado de recuperar los tres monopolios 
que les corresponden: impartir justicia, brindar 
seguridad y garantizar los servicios públicos 
(Trejos y Rendon, 2015c), pero priorizando el 
uso de la fuerza (Fuerzas armadas) como el 
medio para recuperarlos y hacer frente a las 
amenazas. Este tipo de políticas en donde el 
uso de la fuerza y el aumento en la severidad 
de las penas cumplen un papel central en la lu-
cha contra la criminalidad se denominan políti-
cas de mano dura.5

En Suramérica, este tipo de políticas de 
mano dura ha traído consecuencias negati-
vas en materia de seguridad ciudadana, tales 
como: el aumento de los niveles de violencia 
letal, fortalecimiento de las redes criminales, 
congestionamiento de sistemas carcelarios, 
violaciones de derechos humanos y el abuso 

5 Estas políticas han consistido generalmente en 
el  aumento de  las penas por delitos como el hurto o el 
crimen organizado, una mayor presencia de policías y fuer-
zas de seguridad en las calles, así como la creación de un 
cuerpo especial destinado a combatir una determinada 
problemática. A su vez, una mayor dureza de las penas y 
las sanciones se puede realizar también de forma general y 
menos evidente (United Explanations, 2014).
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de la autoridad (PNUD, 2013). Sin embargo, 
vale la pena mencionar que el mismo informe 
del PNUD destaca experiencias exitosas de 
políticas públicas integrales para atacar las 
diferentes amenazas como lo son Fica Vivo 
en Brasil, Plan Cuadrante en Colombia, Barrio 
Seguro en República Dominicana, Tregua entre 
pandillas en El Salvador y Todos Somos Juárez 
en México. 

En conclusión, las amenazas en Suraméri-
ca y en Latinoamérica son variadas en grado 
de organización y tipo de delito, y por ende re-
quieren de políticas públicas diferenciadas en 
cada uno de los casos, con el fin de garantizar 
un sistema de seguridad ciudadana incluyente 
y sostenible. En el panorama regional de la se-
guridad, los conflictos violentos se han despla-
zado de la periferia rural a la periferia urbana, 
no siendo este el caso de las FARC-EP, que 
aún opera en algunas regiones del campo co-
lombiano como lo constatan Valencia y Oban-
do (2016). La presencia de un actor armado no 
estatal, relegado a la periferia rural y con redes 
internacionales de financiación ilícitas, es el 
punto diferenciador dentro del paisaje de ame-
nazas que se han esbozado anteriormente. De 
esta manera, es importante estudiar desde el 
marco conceptual de la securitización de la Es-
cuela de Copenhague, cuál ha sido el rol que 
ha cumplido las FARC-EP como amenaza en la 
región suramericana. 

2. Securitización en Suramérica: 
Entre complejos y comunidades

Desde el final de la guerra fría y el fin de 
la bipolaridad en el sistema internacional de 
Estado, las grandes potencias han dejado de 
penetrar excesivamente en cada una de las 

regiones, por lo que estas han adquirido cier-
ta autonomía y margen de maniobra dentro 
del sistema. Esta relativa autonomía regional 
es una característica esencial del nuevo sis-
tema, totalmente diferente de la estructura rí-
gida de la guerra fría. En este nuevo orden se 
configuran dinámicas de seguridad propias de 
cada región, donde se identifican enemigos y 
amenazas comunes que los Estados tienden a 
tratar de manera conjunta, debido a la carac-
terística interdependiente del sistema y del ca-
rácter transnacional de las amenazas actuales. 
En algunos casos, una amenaza o un grupo de 
amenazas pueden ser consideradas de carác-
ter “urgente” y por ende, más importantes que 
otras, por lo que los Estados tienden a tomar 
medidas excepcionales con el fin de proteger 
la integridad de la colectividad que se ve ame-
nazada. Este tipo de acciones son conocidas 
como securitizaciones.   

No obstante, definir una acción securitizan-
te implica definir primero qué se entiende por 
el término “seguridad”. En esencia, el termino 
seguridad hace referencia a una cualidad que 
poseen los sujetos que están libres de amena-
zas o exentos de todo peligro (Orozco, 2006) 
o a una ausencia de amenazas ante valores 
adquiridos (Zavaleta, 2012). Cossarini (2013) 
lo define como “la capacidad de dar respuesta 
efectiva a toda clase de riesgos, amenazas y 
vulnerabilidades” o como “una situación psico-
lógica y fáctica en la que el sujeto (individuo, 
grupo, institución) o el sistema (territorial, tec-
nológico, informativo) se siente y está prote-
gido de la interferencia de factores exteriores 
incontrolables” (p.157). 

La última definición da cuenta que la segu-
ridad más que ser una cualidad, es un estado 
psicológico en el cual el sujeto no ve amena-
zada sus capacidades, ni su libertad. De esta 
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manera el término adquiere un carácter inter-
subjetivo y abstracto que habla de condiciones 
deseables que pueden ser aplicables a cual-
quier contexto y circunstancia (Sisco y Chacón, 
2004). Por lo tanto, cuando un tema es califica-
do como de seguridad, es porque es un asunto 
prioritario y que dada la amenaza existencial 
que supone, si este problema no es resuelto, 
no será posible abordar o solucionar ningún 
otro tema (Sisco y Chacón, 2004).

En síntesis, según Buzan, Waever & De Wil-
de (1998) el termino seguridad en relaciones 
internacionales hace referencia a la supervi-
vencia de un objeto referente de seguridad, o 
aquello que dentro de la construcción social e 
intersubjetiva de la colectividad se ha priorizado 
como lo que debe perdurar, ante una amenaza 
existencial. Desde luego, el concepto de ame-
naza existencial no hace referencia únicamente 
a la vida humana, ya que como se ha expuesto 
en el párrafo anterior, la condición de sentirse 
seguro o libre de preocupaciones, puede ser 
aplicable a cualquier contexto o circunstancia. 

La amenaza existencial puede ser a un grupo 
étnico, una especie de plantas o de animales, a 
un grupo de empresas dedicas a la extracción 
de materias primas o a un partido político.   

Es aquí donde Buzan, Waever & De Wilde 
introducen los sectores y los niveles de securi-
tización. La amenaza varía entonces de acuer-
do al tipo de objeto referente y este a su vez, 
de acuerdo al sector y nivel de seguridad que 
amenace. Los sectores y los niveles son for-
mas propuestas por Buzan, Waever & De Wil-
de para analizar y lograr entender la naturaleza 
de las amenazas. Por un lado, los sectores son 
maneras de enfocar y fragmentar la realidad, 
priorizando y teniendo en cuenta unas carac-
terísticas específicas de la misma, y por otro, 
los niveles son simplemente espacios donde 
tienen lugar las amenazas. Estos autores iden-
tifican 5 sectores: militar, político, económico, 
societal y ambiental, y 5 niveles: sistema inter-
nacional, subsistema, unidades, subunidades 
e individuos (Gráfico 1). 

Gráfico 1. Niveles de inclusión de sectores
Fuente: Elaboración propia con base en Buzan y Waever (2009) y Buzan, Waever & De Wilde (1998).
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La tabla 3 muestra los sectores de seguridad y los objetos referentes según el sector.

  Tabla 3. 
  Sectores de seguridad.

Sectores de seguridad Objeto referente
Seguridad del Estado Unidad y funcionamiento del Estado

Seguridad Política Identidad nacional del estado y su organización 
institucional e ideológica.  

Seguridad Societal Cultura de una determinada sociedad
Seguridad Económica Base material del estado.
Seguridad Ecológica Medio ambiente y sostenibilidad

  Fuente: Elaboración propia con respecto a Orozco (2006).

Lo que muestra el gráfico 1 es que una 
amenaza puede moverse entre varios sectores 
yendo de un solo sector (unisectorial) hacia los 
5 sectores (inclusivo), como se muestra en la 
tabla 3, y a su vez se mueve entre los diferentes 
niveles, yendo del nivel individual al sistémico. 
Por tanto, las medidas excepcionales (securi-
tización) que se tomen para hacer frente a la 
amenaza existencial se moverán en el mismo 
sentido. Para que toda securitización sea efec-
tiva, debe cumplir con los siguientes aspectos: 

1. Debe estar elaborada con respecto a 
una colectividad. 

2. Debe tener un objeto referente6 de segu-
ridad. 

3. Debe contar con un discurso sensibiliza-
dor que cree constantemente identida-
des y rivalidades. 

Es en el nivel medio (unidades y subsiste-
mas) donde las securitizaciones tienen mayor 
éxito, puesto que es en este nivel donde las 
identidades colectivas se refuerzan y se riva-
lizan entre sí, y el objeto referente generado 

6 Un objeto referente de seguridad es aquello que se-
gún el actor securitizante, debe sobrevivir en una situación 
excepcional de amenaza (Buzan & Waever, 2009). 

por el discurso securitizador alcanza a ser lo 
suficientemente abarcador e importante para 
la colectividad misma (Buzan & Waever, 2009). 

En el momento en el que se consolidan di-
námicas propias de seguridad entre diferentes 
países y se llevan a cabo securitizaciones para 
hacer frente a una amenaza común, es posible 
hablar de la creación o el surgimiento de un 
CSR. 

Un CSR es la situación en la que un grupo 
de Estados tienen preocupaciones de seguri-
dad que se encuentran tan estrechamente re-
lacionadas que sus seguridades nacionales no 
pueden ser razonablemente concebidas por 
separado (Buzan & Waever 2003, p. 44). Según 
estos mismos autores, para identificar correc-
tamente un CSR es necesario tener en cuenta: 
1) el aspecto geográfico que delimita el CSR y 
lo diferencia de los demás 2) la estructura anár-
quica que determina la presencia de actores 
autónomos 3) la distribución de capacidades 
entre los actores 4) la percepción que existe de 
los patrones de amistad y enemistad entre los 
actores del complejo. 

Frasson-Quenoz y Piñeros (2014) identifi-
can cuatro tipos de CSR, centrado, estándar, 
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de gran potencia y super complejo de segu-
ridad. El CSR estándar se caracteriza por la 
presencia de dos o más estados, por una es-
tructura anárquica y una agenda político militar. 
Este tipo de CSR cuenta normalmente con una 
potencia regional que elabora y coordina las 
relaciones de amistad y enemistad de los inte-
grantes del complejo. El CSR centrado tiene a 
su vez dos subtipos: el primero puede girar en 
torno a la presencia de una potencia mundial 
o una superpotencia, donde dicha potencia su-
bordina los intentos de liderazgo de potencias 
regionales que puedan existir en los complejos. 
El segundo tipo de CSR centrado es el institu-
cionalizado, en donde los Estados que forman 
parte del complejo se encuentran integrados 
en una organización supranacional que aglo-
mera intereses e identidades comunes, pero 
que siguen siendo los Estados los encargados 
de securitizar o no la agenda regional. 

En el CSR de gran potencia se da cuando 
dentro de los miembros del complejo coexisten 
dos o más potencias mundiales o regionales, 
como por ejemplo la Europa medieval, en don-
de cada reinado gozaba de tanto poder como 
sus vecinos, y era imposible identificar una po-
tencia que sobresaliera sobre las otras. Por últi-
mo, el CSR como super complejo de seguridad 
plantea otro nivel de análisis diferente de los 
tradicionales doméstico-regional-internacional, 
conocido como superregional. En este CSR las 
dinámicas del complejo se superponen a una 
gran super región y cuenta con la presencia de 
dos o más grande potencias. 

Las percepciones de amistad y enemistad 
que existen en todos los tipos de complejos no 
son extremas, si no que tienen matices. Buzan, 
Waever & De Wilde (1998) muestran tres tipos 
de percepciones: 1) percepción de amenaza 2) 
percepción de posible amenaza en donde hay 

tratados de contención y 3) percepción amiga-
ble. Cuando las relaciones entre los integrantes 
de un complejo dejan de ser anárquicas y pa-
san de poseer una percepción de amenaza a 
una percepción de amistad estable, y comien-
zan a actuar como un todo coordinado, el com-
plejo de seguridad da paso a la comunidad de 
seguridad. 

Una comunidad de seguridad, es una co-
lectividad política en donde los miembros de la 
misma están convencidos que los problemas 
pueden ser solucionados de manera pacífica, 
sin recurrir a la violencia y utilizando mecanis-
mos institucionalizados (Frasson-Quenoz y Pi-
ñeros, 2014). Es decir, que el surgimiento de 
una comunidad de seguridad implica en cierta 
medida, la desecuritización de la agenda. 

En el caso específico de Suramérica, Cas-
tillo (2012) identifica a la región como un CSR 
con sus características y dinámicas de seguri-
dad propias, en donde Estados Unidos inter-
viene irregularmente, pero no gobierna ni da 
forma al CSR. No obstante, Buzan & Waever 
(2003) dan cuenta de la existencia de dos sub-
complejos de seguridad, uno en el cono sur y el 
otro en el área andina. Según Yepes (2013) los 
subcomplejos de seguridad van ligados a una 
historia reciente común, en el caso del cono 
sur, las dictaduras militares y las guerras fron-
terizas del siglo xix, y en el caso de los países 
andinos por su lucha común contra el narcotrá-
fico y los grupos ilegales, y una dependencia 
marcada hacia Estados Unidos. Sin embargo, 
Yepes (2013) reconoce que efectivamente es-
tos subcomplejos alguna vez existieron pero 
que actualmente no es tan clara esta clasifica-
ción, puesto que: 

La llegada de gobiernos alternativos a 
la región creó un cambio de escenario y de 
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perspectiva de las estrategias de seguridad, 
y un cambio en sus paradigmas puesto que 
ya no se identifican geográficamente de for-
ma tan clara, si se tiene en cuenta que un 
factor determinante de todo complejo de se-
guridad regional son las prácticas interrela-
cionadas de securitización que existen entre 
los Estados miembros, que hacen imposible 
analizar o resolver sus problemas de forma 
separada (p.378).

Para Castillo (2012) Suramérica hoy es una 
región con mucha más autonomía que aque-
lla con la que contaba en la guerra fría, mucho 
menos vulnerable y con mayores dinámicas in-
ter-estatales. Un hecho que evidencia la autono-
mía relativa que posee la región es la creación 
de la Unión de Naciones Suramericanas (Una-
sur) como un espacio geográfico y político dife-
renciado de los demás ya existentes, y la instau-
ración del Consejo de Defensa Suramericano 
(CDS) como una zona de concertación y coordi-
nación de políticas de seguridad y defensa. 

Esta autonomía se puede ver si se toma en 
cuenta que la Unasur forma parte de la estra-
tegia en materia de política exterior de Brasil 
para consolidarse como potencia regional, aun 
cuando este liderazgo no sea compartido por 
los demás países (Bayer, 2013; Torrijos & Gra-
nada, 2012). A si mismo las actuales relaciones 
entre los países de la región han dejado de ser 
conflictivas y no se registran enfrentamientos 
interestatales, que fueron la característica del 
siglo xix y parte del xx. 

De acuerdo con Tickner & Mason (2003) 
para identificar una región es necesario tener 
en cuenta siete aspectos: 1) proximidad geo-
gráfica 2) reconocimiento de los actores que 
forman parte del complejo 3) reconocimiento 
de la región por parte la comunidad internacio-
nal 4) autonomía de los actores 5) interacción e 

interdependencia 6) afinidad política, cultural y 
económica 7) existencia de externalidades que 
afecten la región. Para las autoras la región an-
dina cumple con los criterios de proximidad geo-
gráfica y problemas de seguridad compartidos. 

Méndez-Coto (2016) por su parte, niega 
la existencia de un complejo de seguridad en 
Suramérica como espacio geográfico, y la exis-
tencia de un subcomplejo de seguridad en el 
cono sur, como si afirman los autores anterior-
mente citados. Para este autor de acuerdo a su 
investigación, que consistió en un estudio de 
prácticas de seguridad en América entre 1992 
y el 2010, puede decir que:

En el período estudiado ocurrieron 575 
disputas interestatales militarizadas en el ni-
vel mundial, de las cuales 56 sucedieron en 
el continente americano representando el 
9,7%. De esas disputas militarizadas, geo-
gráficamente ocurrieron: 5 en América del 
Norte, 19 en América Central, 6 en el Caribe, 
23 en la zona Andina y 3 en el Cono Sur. Al 
analizar la frecuencia anual de las disputas 
militarizadas se encuentra que en el nivel 
mundial han oscilado Entre 19 (año 2010) y 
39 (año 2005). En el caso americano….han 
oscilado entre 1 (años 2002, 2004 y 2007) 
y 8 (años 1995, 1997 y 2000), permitiendo 
dos afirmaciones: durante la posguerra fría 
las disputas militarizadas siempre estuvieron 
presentes anualmente en América; no obs-
tante, hay una clara diferencia entre la déca-
da de 1990 que acumuló 37, en comparación 
con la década del 2000, con 19. Por ello, la 
década del 2000 es significativamente me-
nos conflictiva (p.88).

De esta manera, para Méndez-Coto no es 
posible afirmar que existe un complejo en Su-
ramérica ni un subcomplejo en el Cono Sur, 
pero si reafirma la existencia de un complejo de 
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seguridad en el área andina ya que, según los 
hallazgos la conflictividad se concentra en esta 
zona. Para este mismo autor, la zona andina 
posee dicha dinámica porque es un espacio de 
encuentro entre líderes regionales y mundiales, 
si se toma en cuenta la presencia de Estados 
Unidos a través de Colombia, situación que no 
ocurre en las demás zonas. De acuerdo con 
Mares (2001) citado por Méndez-Coto, no ha-
bido una larga paz en la región, si se entiende 
paz como ausencia de guerra, pero los enfren-
tamientos que han ocurrido no han sido de gran 
escala. Por ende, ha sido una paz híbrida que 
ha contado enfrentamientos de pequeña esca-
la que han permitido el desarrollo de la demo-
cracia. 

Coincidiendo con Méndez-coto (2016) se 
encuentran Orozco (2011) y Tickner & Mason 
(2003), que reafirman la existencia de un sub-
complejo en el área andina, de tipo estándar 
caracterizado por la lucha contra el crimen or-
ganizado, la lucha antinarcótica, y con casos 
ocasionales de overlay o sobrecubierta7 por 
parte de los Estados Unidos para salvaguar-
dar sus intereses a través del Plan Colombia, 
el cual se abordará más adelante. Sin embar-
go, siguiendo la línea de Yepes (2013) la dife-
renciación del subcomplejo andino marca un 
desafío para estudios posteriores sobre este 
tema, debido a la creciente influencia brasileña 
a través de figuras como el Unasur o el CDS, 
que no plantean delimitaciones institucionales 
al complejo andino, sino un régimen de segu-
ridad mucho más amplio, tomando como refe-
rencia a Suramérica, para la concepción de la 

7 El fenómeno de overlay se produce cuando la influen-
cia de un Estado es tan frágil que no transciende sus lím-
ites, o por el contrario, cuando el radio de dominio de un 
Estado es tan amplio que aniquila o restringe el normal de-
senvolvimiento de la dinámica de seguridad regional entre 
sus Estados vecinos (Sisco y Chacón, 2004).

seguridad y la defensa. En este sentido, Tick-
ner (2004) identifica que, si bien Brasil y Pana-
má no se reconocen como miembros del com-
plejo, los niveles de interacción entre estos dos 
países y Venezuela, Ecuador, Perú y Colombia, 
son muy altos y dentro de la Iniciativa Regional 
Andina (IRA) liderada por Estados Unidos, se 
reconoce a estos dos países más Bolivia, como 
una sola región. No obstante, como se mencio-
na anteriormente es necesario que, ante las 
nuevas institucionalidades, el estancamiento 
económico brasileño, las recientes firmas de 
Tratados de Libre Comercio con países como 
Canadá, Estados Unidos, China y la Unión 
Europea, y la reciente desmovilización de las 
FARC-EP, se destinen esfuerzos académicos 
hacia el estudio del impacto de estos sucesos 
sobre las delimitaciones y formaciones de los 
complejos de seguridad en todas las Américas.  

En conclusión, lo que se puede afirmar es 
que a pesar que la conflictividad ha estado pre-
sente en la región suramericana, dicha conflic-
tividad está focalizada en el área andina, lo que 
reafirma la existencia al menos de un complejo 
de seguridad en esta zona. La creación de la 
Unasur  y de un CDS para coordinar políticas de 
defensa, da cuenta que hay un intento regional 
liderado por Brasil de avanzar hacia una comu-
nidad de seguridad, en donde evidentemente 
será la potencia regional de la comunidad. Sin 
embargo, las preguntas que cabe hacerse aho-
ra son: ¿Qué rol ha jugado las FARC-EP para 
la conformación del complejo de seguridad en 
la zona andina? Y finalmente ¿Cuáles son las 
razones para que las FARC-EP no se hayan 
consolidado como amenaza en la región?
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3. Las FARC-EP como amenaza 
regional

Son tres las razones claves para entender 
porque las FARC-EP no se ha consolidado 
como amenaza regional y a su vez, entender su 
papel como actor en el complejo de seguridad 
andino: 1) Implementación del Plan Colombia 
2) La inscripción de las FARC-EP en patrones 
de seguridad más duraderos conocido como 
macrosecuritizaciones y 3) Actividad diplomá-
tica e inserción internacional de las FARC-EP.

 
3.1 Implementación del Plan Colombia 
y la macrosecurtización de las FARC-
EP

Las FARC-EP se definen como “un movi-
miento revolucionario de carácter político mili-
tar nacido en el año de 1964 en las montañas 
del sur del departamento del Tolima” (FARC-
EP, 2016). El origen de este grupo guerrillero es 
rural, y surge según Molano (2015) como una 
reacción de los campesinos del sur del depar-
tamento del Tolima ante los constantes abusos 
del Estado y el choque con los grandes terra-
tenientes de la zona. Por otro lado, Pataquiva 
(2009) no ve a las FARC-EP como un grupo re-
accionario, sino todo lo contrario, como aque-
llos que se aprovecharon de la etapa de violen-
cia del país para ocupar ilegalmente terrenos 
baldíos. En otras palabras, el conflicto colom-
biano, al menos entre las FARC-EP y el Estado 
es un conflicto por el control y uso de la tierra. 

Según Trejos (2011) las FARC-EP tiene 
como objetivo principal tomar el poder por la vía 
armada y el establecimiento de un gobierno de 
reconstrucción y reconciliación nacional, bajo 
11 ideales, entre los cuales se destacan el con-
trol estatal sobre los sectores estratégicos de 
la producción, tierras productivas para el cam-

pesinado con grandes incentivos, impuestos 
de carácter progresivo y relaciones internacio-
nales bajo el principio de la no intervención de 
fuerzas extranjeras. La guerra entre el gobierno 
colombiano y las FARC-EP alcanza su punto 
más violento entre la década de 1990 y el 2000, 
en donde las FARC-EP le tomaron la ventaja al 
ejército colombiano, cercando varias ciudades 
y las principales vías del país, haciendo notoria 
la debilidad del Estado (Trejos, 2015a). 

No obstante, con la implementación del 
Plan Colombia en cooperación con el gobierno 
estadounidense, centrado en la lucha antidro-
ga, el Estado logró recuperar parte del control 
territorial que había perdido. Es en este punto 
en que las FARC-EP se comenzaron a conside-
rar como una amenaza regional, debido al re-
pliegue estratégico hacia las fronteras y zonas 
montañosas que se vio forzada hacer, a causa 
del aumento del pie de fuerza del ejército. No 
obstante, lo que se consideró como amenaza 
por los países de la región no fue a las FARC-
EP, si no la implementación del Plan Colombia 
(Trejos, 2015a). 

El Plan Colombia es un acuerdo de coope-
ración militar entre Colombia y Estados Unidos, 
que tuvo como fin la lucha antinarcótica en las 
zonas de producción por medio de fumiga-
ciones y fortalecimiento militar de las fuerzas 
armadas colombianas (Vega, 2012). Para Ro-
jas (2011) existen seis razones para entender 
la intervención norteamericana en el conflicto 
colombiano: 1) La caída de la unión soviética 
y la eliminación del máximo exponente del co-
munismo, derrumbó el conflicto este-oeste de 
la guerra fría. En este contexto, el comunismo 
como amenaza pierde fuerza y el narcotráfico y 
sus redes de criminalidad saltan en la agenda 
pública como primer tema de seguridad. 2) Cri-
sis del gobierno de Ernesto Samper y las cons-

https://www.google.com/maps/dir/3.034328,-75.7477126/3.0344005,-75.7478356/@3.0295568,-75.7662334,8276m/data=!3m1!1e3!4m2!4m1!3e0?hl=es-ES
https://www.google.com/maps/dir/3.034328,-75.7477126/3.0344005,-75.7478356/@3.0295568,-75.7662334,8276m/data=!3m1!1e3!4m2!4m1!3e0?hl=es-ES
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tantes acusaciones del ingreso de dineros del 
narcotráfico en su campaña. 3) La transforma-
ción del papel de Colombia en la estructura del 
narcotráfico, ya que paso de ser procesador y 
comercializador a ser el principal productor. Se 
produjo un boom de producción en los depar-
tamentos de Caquetá, Guaviare y Putumayo. 4) 
intensificación de la participación de otros gru-
pos armados ilegales en la economía de la dro-
ga y la aparición de los baby cartels o peque-
ños grupos de narcotraficantes en remplazo de 
los grandes carteles. 5) La presión ejercida por 
Estados Unidos para aplicar la estrategia anti-
narcóticos. 6) La presión contradictoria de los 
países vecinos como Ecuador, Brasil y Vene-
zuela, para que el Estado colombiano tomara 
cartas en el asunto, ante un posible desborda-
miento del conflicto colombiano. 

Sin embargo, la figura del Plan Colombia 
como mecanismo de intervención americano 
genera dudas en cuanto a la finalidad real de 
la estrategia. Para autores como Vega (2012) y 
D’Acier (2005) la guerra contra el terrorismo y 
la guerra contra las drogas son un engaño por 
parte del gobierno americano, que busca salva-
guardar sus intereses sobre los recursos natu-
rales y el exterminio de rebeliones en contra del 
sistema capitalista. Para Vega, la dominación 
territorial de Estados Unidos responde a un cri-
terio más económico que político. No obstante, 
Tokatlian (2001) señala que existen tres tipos 
de intervenciones en el plano internacional: 1) 
intervención por imposición 2) Intervención por 
deserción e 3) Intervención por invitación. El 
caso colombiano parece ser una combinación 
entre los tres tipos de intervención, en donde 
efectivamente Estados Unidos presionó para 
que se aplicara el Plan Colombia, hubo un fra-
caso del Estado colombiano en contener el 
conflicto y manejarlo, y fue el propio gobierno 

colombiano que presentó el primer borrador 
del Plan. De esta manera, el Plan Colombia es 
un escenario donde convergen intereses entre 
dos actores del sistema internacional, en este 
caso Colombia y Estados Unidos. 

La puesta en marcha del Plan tenía un cos-
to aproximado de 7500 millones de dólares y 
estaba fundamentado en cuatro componentes: 
recuperación económica y social, proceso de 
negociación del conflicto armado, estrategia 
antinarcóticos, y fortalecimiento institucional y 
desarrollo social. El 80% de la ayuda america-
na estaba destinada a modernizar y reestruc-
turar las fuerzas armadas y la policía, mientras 
que el 20% restante era para el componente 
social del plan (Duro, 2002). Los componentes 
precisos del plan en montos y en adquisiciones 
militares son los siguientes: 

El paquete específico para Colombia lle-
ga a 860,3 millones de dólares. De ese total, 
la asistencia militar asciende a 519,2 millo-
nes de dólares y la ayuda policial alcanza a 
123,1 millones de dólares. En ese sentido, se 
trata de fortalecer las fuerzas armadas (tres 
nuevos batallones para operar en el sur del 
país; 16 helicópteros Blackhawk y 30 helicóp-
teros UH-1H Huey; y mejores instrumentos 
de combate y comunicación) para que efec-
tivamente asuman una postura más ofensiva 
en la guerra y de mejorar la capacidad de la 
policía en el combate contra las drogas (2 
helicópteros Blackhawk y 12 helicópteros 
UH-1H Huey; entrenamiento para labores de 
fumigación, etc.). Otras categorías contem-
pladas son: desarrollo alternativo (68,5 mi-
llones de dólares), ayuda a los desplazados 
(37,5 millones de dólares), derechos huma-
nos (51 millones de dólares), reforma judicial 
(13 millones de dólares), aplicación de la ley 
(45 millones de dólares) y paz (3 millones de 
dólares) (Tokatlian, 2001 p.211).
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Otra de las ambigüedades que ha acom-
pañado al Plan Colombia es que no se sabe 
a ciencia cierta si es un plan antinarcótico es 
una estrategia contrainsurgente. En su formu-
lación inicial la modernización a las fuerzas 
del Estado estaba justificada por la fumigación 
aérea de cultivos en áreas bajo el control de la 
guerrilla (Rojas, 2007). No obstante, luego del 
11-S esta ambigüedad desapareció y ambas 
estrategias se fusionaron bajo el eslogan de 
la lucha global contra el terrorismo (Emerich, 
2009). El atentado a las torres gemelas puso 
como prioridad en la agenda internacional la 
amenaza terrorista, subordinando estrategias 
regionales de seguridad y desarrollo a esta lu-
cha global encabezada por Estados Unidos, en 
donde la ayuda económica ofrecida comienza 
a ser destinada hacia aquellos lugares donde 
existen amenazas latentes a la seguridad de 
los Estados más poderosos (Sanahuja, 2005; 
Prado y Ochoa, 2009). 

En Colombia la fusión de ambas estrategias 
se consolidó en la puesta en marcha de la Po-
lítica de Seguridad Democrática (PSD) bajo el 
gobierno de Álvaro Uribe, la cual reafirmaba la 
lucha contra las FARC-EP bajo la lucha mun-
dial contra el terrorismo (Rojas, 2015). Bajo 
esta política, el gobierno colombiano comenzó 
una diplomacia antiterrorista, en donde busco 
por medio de escenarios internacionales con-
solidar la imagen de las FARC-EP como grupo 
terrorista. En otras palabras, se evidencian los 
niveles hasta donde penetra la estrategia de 
política exterior estadounidense, ilustrada de 
mejor manera en el Gráfico 2. 

Gráfico 2. Estrategias antinarcóticas y contrainsur-
gentes

Fuente: Elaboración propia con base en Rojas (2015, 
2011, 2007) D’Acier (2005) y Duro (2002).

La IRA es la columna vertebral de la políti-
ca exterior de Estados Unidos hacia ALC, y se 
concentra en cuatro aspectos básicos: defen-
sa de la democracia, fomento del desarrollo 
económico, liberalización del comercio y lucha 
contra el narcotráfico (Duro, 2002). Por su par-
te el Plan Patriota se considera el componente 
militar de la PSD en donde el objetivo princi-
pal era la derrota de las FARC-EP, por medio 
de la recuperación del control territorial con la 
instalación permanente de bases militares en 
aquellos lugares donde se ubicaba la guerrilla 
(Rojas, 2015). 

En resumen, para entender el rol de las 
FARC-EP como amenaza regional es indispen-
sable mirar al detalle la puesta en marcha del 
Plan Colombia, porque a pesar de ser una es-
trategia antinarcótica, termino siendo contrain-
surgente en la práctica, e intervino aquellos fo-
cos geográficos donde había cultivos de coca 

Iniciativa Regional Andina

Plan Colombia

Política de Seguridad Democrática

Plan Patriota
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y presencia de las FARC-EP, como los depar-
tamentos del Putumayo y Caquetá (Gutiérrez, 
Tobón, Suárez, Vanegas y Duncan, 2016; Em-
merich, 2009; Duro, 2002). En este sentido, lo 
que se plantea aquí es la convergencia de tres 
elementos: a) la injerencia de un actor externo 
a la región suramericana a través de un trata-
do de cooperación militar b) la presencia de los 
cultivos de coca y amapola en zona fronteriza y 
c) que estos cultivos estén bajo el dominio de 
las FARC-EP.   

De acuerdo con el Observatorio de Drogas 
de Colombia (2016): 

El censo de cultivos ilícitos de 2015 re-
gistró presencia de cultivos de coca en 21 
departamentos del país. De las 96 000 hec-
táreas sembradas en el país, el 81% de los 
cultivos se concentran en cinco departamen-
tos: Nariño, Putumayo, Norte de Santander, 
Cauca y Caquetá; tres departamentos están 
libres de coca en 2015: Caldas, La Guajira y 
Cundinamarca y siete departamentos tienen 
menos de 100 hectáreas y avanzan hacia 
consolidarse como libres de coca: Guainía, 
Vaupés, Arauca, Boyacá, Magdalena, Cesar 
y Santander (p.60).

De esta manera, como se mencionó ante-
riormente, la implementación del Plan Colom-
bia para los países vecinos comienza a verse 
como una solución errada al problema de las 
drogas y a la presencia de las FARC-EP en 
las diversas fronteras con Venezuela y Ecua-
dor (Gutiérrez et al., 2016) y es vista más bien 
como un mecanismo que amenaza realidades 
y posibilidades a futuro para cada uno de los 
integrantes del subcomplejo andino (D’Acier, 
2005). Por ejemplo, para Venezuela, Bolivia y 
Ecuador, el Plan es una amenaza a su segu-
ridad nacional y para Brasil es un tratado que 

mina sus posibilidades de liderazgo en la re-
gión (Iglesias-Cavicchioli, 2010).

Desde la teoría de la securitización, las 
FARC-EP fueron utilizadas como justificación 
por parte del gobierno colombiano para iniciar 
procesos de securitización, pero con el apoyo 
del gobierno norteamericano y sin el apoyo de 
los gobiernos de la región, como se constató 
anteriormente. Desde esta misma teoría, la 
constante intervención de Estados Unidos a 
través del Plan Colombia, en la lucha contra las 
FARC-EP puede ser analizado de la siguiente 
manera.  

Efectivamente existe un CSR en la zona 
andina caracterizado por la lucha antinarcótica 
y contra el crimen organizado, en donde Esta-
dos Unidos como potencia mundial, interviene 
esporádicamente para salvaguardar sus inte-
reses (sobrecubierta). En este sentido, como 
lo afirmamos anteriormente, estaríamos frente 
a un CSR estándar con ocasionales casos de 
overlay, puesto que la intervención estadouni-
dense termina configurando las dinámicas del 
complejo generando percepciones de amistad 
y enemistad entre los integrantes del mismo 
(Buzan & Waever, 2003). 

Sin embargo, como lo hemos visto en párra-
fos anteriores, las FARC-EP en la región andina 
se han visto envuelto en patrones de seguridad 
mucho más amplios y duraderos que sobrepa-
san los CSR (Tickner & Mason, 2003), conoci-
dos como macrosecuritizaciones. Una macro-
securitización contiene los mismos elementos 
que una securitización a escala regional, lo 
único que cambia es el nivel y lo abarcador 
del discurso sensibilizador, con el fin de ligar 
o subordinar otras securitizaciones dentro de 
un solo conjunto (Buzan & Waever, 2009). En 
este orden de ideas, el conflicto colombiano y 
las FARC-EP específicamente, han sufrido una 
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macrosecuritización parcial, de escala media 
tomando como referencia el gráfico 1 y la tabla 
2, ya que el fenómeno del grupo guerrillero ha 
sido subordinado primero a la lucha mundial 
contra las drogas y posterior al 11-S, más la lle-
gada de Álvaro Uribe al gobierno colombiano, a 
la lucha mundial contra el terrorismo. 

Se afirma que la macrosecuritización de las 
FARC-EP es a escala media, porque los países 
vecinos no identificaron como amenaza direc-
ta al grupo guerrillero, si no al Plan Colombia, 
por las razones que se han expuesto antes. De 
acuerdo a la tabla 2, la macrosecuritización ha 
sido parcial porque el objetivo de las FARC-
EP es sustituir al gobierno colombiano, por un 
gobierno marxista-leninista y bolivariano, y su 
guerra es frontal contra el Estado y sus insti-
tuciones, no contra un grupo específico de la 
población, por lo que se han securitizado los 
sectores estatal y político.     

En resumen, desde la teoría de los CSR, 
las FARC-EP no se consolidó como amenaza 
regional, porque dentro de las dinámicas del 
CSR andino, el Plan Colombia es visto como 
un caso de overlay o de intromisión estadou-
nidense en asuntos suramericanos. De esta 
manera, el Plan Colombia supuso una amena-
za mayor para los países de la región, que la 
amenaza que pudo llegar a significar las FARC-
EP. A su vez, el Plan Colombia además de ser 
visto como un caso de overlay, constituye un 
caso macrosecuritización media y parcial del 
fenómeno de las FARC-EP, en la lucha mundial 
contra el terrorismo, que significó la adopción 
de una serie de medidas y el aumento del pie 
de fuerza del gobierno colombiano sobre las 
FARC-EP, a través de la PSD y del Plan Pa-
triota, medidas que fueron controversiales y 
generaron dudas sobre su aplicación y sus fi-
nes verdaderos. A continuación, se estudiará 

la actividad diplomática de las FARC-EP como 
otra de las razones principales, por las cuales 
la organización no se consolidó como amenaza 
dentro del CSR andino.

 
3.2 Actividad diplomática e inserción 
internacional de las FARC-EP

La actividad diplomática y la inserción inter-
nacional del grupo guerrillero es uno de los as-
pectos claves para entender el papel del grupo 
en las dinámicas de seguridad y los procesos 
de securitización en el complejo andino, ya que 
como mencionamos en el segundo apartado, 
uno de los puntos para identificar la existencia 
de un complejo son las percepciones de ame-
naza y amistad que se puedan formar entre los 
actores integrantes del mismo. 

De acuerdo con Trejos (2013; 2015a; 2015b) 
las FARC-EP puede ser vista como un actor no 
estatal que ha logrado forjar lazos de amistad 
con gobiernos y estados alrededor de todo el 
mundo, por medio de diversas estrategias y 
mecanismos. La primera de las estrategias fue 
la creación de una Comisión Internacional de 
las FARC-EP (Cominter) la cual es fruto de la 
octava conferencia de la organización en 1993. 
Esta comisión estaba a cargo de Raúl Reyes y 
tenía como propósito estrechar lazos de amis-
tad con países socialistas, difundir la imagen 
de un movimiento serio y los proyectos que se 
llevaban a cabo, y que finalmente se reconocie-
ran su lucha. La Cominter definió dos espacios 
de trabajo: Europa y Centroamérica y el Caribe. 
En Centroamérica se lograron instalar en Cos-
ta Rica y posteriormente en México con la idea 
de abrir oficinas en ambos países. No obstante, 
estos proyectos de establecimiento permanen-
te en estas dos regiones se vieron truncados 
por protestas formales del gobierno colombia-
no, lo que llevo a las FARC-EP a delegar su ac-
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tividad diplomática a personas no directamente 
relacionadas con el movimiento pero que com-
partieran sus ideales. 

Otro de los mecanismos usados por las 
FARC-EP como medio de inserción interna-
cional fue el bolivarianismo y los Comités de 
Solidaridad con las Luchas del Pueblo Colom-
biano creados en 2001. Estos comités funcio-
nan como una Organización Política de Masas 
(OPM) es decir un ente intermedio y articulador 
entre las FARC-EP y el pueblo o las bases, en 
donde la finalidad es la organización de cam-
pañas de denuncia internacional en contra del 
Estado colombiano. Estos comités a su vez es-
taban inscritos en la Coordinadora Continental 
Bolivariana (CCB) que le permitió a las FARC-
EP continentalizar su discurso y sus proyectos 
políticos. Vale la pena destacar que, a pesar 
que las FARC-EP es una organización de ca-
rácter marxista-leninista, también se considera 
bolivariana, inscripción que dejo clara en la no-
vena conferencia en 2007 donde el objetivo en 
cuanto a inserción internacional fue llegar a la 
región a través del discurso bolivariano. 

Esto es importante señalarlo porque los ob-
jetivos y el discurso internacional de FARC-EP 
han coincidido como lo demuestra Yepes (2013) 
con gobiernos socialistas en el continente sura-
mericano, hecho que ha llevado al gobierno co-
lombiano a cuestionar en más de una ocasión el 
compromiso internacional de sus vecinos en la 
lucha contra el terrorismo. En suma, lo que ve-
mos son espacios diplomáticos que buscan lle-
nar el gobierno y las FARC-EP por medio de dos 
discursos políticos distintos, uno antiamericano, 
socialista y bolivariano, más afín a los ideales 
políticos de la región y otro antiterrorista y neoli-
beral, más afín a los intereses estadounidenses. 
En este sentido, esta actividad diplomática de 
las FARC-EP ha sido un elemento dinamizador 

de las percepciones de amistad y enemistad en 
el complejo andino, al igual que la implementa-
ción del Plan Colombia.

 

4. Conclusiones
Las amenazas y los conflictos actuales en 

Suramérica tienen como lugar de origen y de-
sarrollo, la periferia de las grandes ciudades. La 
guerra que libra las FARC-EP, es por el contra-
rio, un conflicto que tiene como punto de partida 
el control de la tierra, y en ese sentido es rural. 
En este orden de ideas, las FARC-EP plantea 
como objetivo general de su lucha, la toma del 
poder por la vía armada con base a unas premi-
sas antiliberales, sin objetivos que amenacen 
el orden internacional vigente, pero que cam-
bian el status quo de la región. La diplomacia 
e inserción internacional lograda por el grupo 
armado y el hecho de no amenazar el equili-
brio de poderes ni la autonomía de los países 
vecinos a Colombia, hacen que no sea vista 
como una amenaza existencial para los países 
del área andina. Por el contrario, la intervención 
estadounidense en el conflicto colombiano por 
medio del Plan Colombia si es vista con recelo 
y plantea escenarios de discordia entre los Es-
tados vecinos, que todavía tienen gobiernos de 
izquierda como Ecuador y Venezuela. 

La consideración de las FARC-EP como una 
organización terrorista extranjera por el Depar-
tamento de Estado de EEUU, la implementa-
ción del Plan Colombia y por último los eventos 
del 11-S, fueron claves para la inscripción del 
conflicto armado a una securitización a mayor 
escala que la escala regional, la macrosecuriti-
zación de la lucha mundial contra el terrorismo 
que subordinó y ligó el CSR del área andina a 
un orden más sistémico de dinámicas de segu-
ridad. En este sentido, y teniendo en cuenta los 
retos que plantea la implementación del acuer-
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do de paz entre las FARC-EP y el gobierno co-
lombiano, una de las dudas que surgen es, de 
qué manera se reorganizaran las percepciones 
de amenaza en el complejo andino luego de la 
desaparición de las FARC-EP como grupo ar-
mado y su inserción como partido político en 
la vida civil. 

No obstante, la desaparición de las FARC-
EP como organización terrorista no es el úni-
co hecho novedoso dentro del CSR andino. 
Estados Unidos ha anunciado recientemente 
la renovación de su apoyo militar a Colombia 
bajo el nuevo Plan Paz Colombia, es decir, que 
la presencia estadounidense continua fuerte 
en la región. Vale la pena estudiar, también en 
este bosquejo de posibilidades, y teniendo en 
cuenta la fuerte presencia que están ejercien-
do las Bacrim en zona fronteriza con Ecuador, 
con el propósito de apropiarse de los mercados 
de producción de coca, cuál será el tratamiento 
que se les otorgara a estos actores no estata-
les, que amenazan la seguridad regional pero 
no cuentan con las mismas redes diplomáticas 
con las que contaban las FARC-EP. 
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